Bogotá, Septiembre 09 de 2010   
Doctor

BERNER ZAMBRANO ERASO.
Presidente
Comisión Primera.
Cámara de Representantes

Ciudad

Referencia: Ponencia al Proyecto  de ley No. 053 de  2010 Cámara” Por medio de la cual se escinden unos Ministerios, se otorgan precisas facultades extraordinarias al Presidente de la República para modificar la estructura de la Administración Nacional y se dictan otras disposiciones”
Señor Presidente:
Conforme al mandato otorgado por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, rindo Ponencia para primer debate del Proyecto de ley en referencia el cual fue radicado en Secretaria General de la Cámara de Representantes a instancia del señor Ministro del Interior y de Justicia GERMAN VARGAS LLERAS.
Atentamente,

PABLO ENRIQUE SALAMANCA CORTÉS

Representante a la Cámara por Bogotá
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO  DE LEY No. 053 de  2010 Cámara. Por medio de la cual se escinden unos Ministerios, se otorgan precisas facultades extraordinarias al Presidente de la República para modificar la estructura de la Administración Nacional y se dictan otras disposiciones”
EXPOSICION DE MOTIVOS.

HONORABLES REPRESENTANTES:
Este proyecto propone escindir los ministerios del Interior y de Justicia, de Protección Social y de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Contiene además una solicitud de facultades extraordinarias al Presidente de Colombia, conforme a lo previsto en el numeral 10 del artículo 150 de la Carta Política, para que reorganice en forma discrecional y amplia toda la estructura administrativa del Estado. De otorgarse tales facultades podrá el ejecutivo, en un término de seis (6), crear, escindir, fusionar, eliminar o reestructurar Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintendencias, Establecimientos Públicos, Sociedades de Economía mixta, Empresas Industriales y Comerciales y demás unidades administrativas del orden nacional, y claro, crear y suprimir cargos y fijar asignaciones, en fin, afectar todo el aparato de Estado. 

MOTIVACIONES DEL AUTOR.

Los voceros del gobierno nacional plantean que la ausencia de resultados en materia de salud, empleo, justicia, vivienda, medio ambiente tiene su génesis probable en la desaparición de las carteras ministeriales que delineaban y desarrollaban las políticas y estrategias para esos sectores. Por eso este proyecto busca regresar al esquema anterior, es decir, escindir los Ministerios del Interior y de Justicia y del Derecho, Ministerio de la Protección Social y Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial creando en su lugar los seis que estaban antes de la ley 790 de 2002 que, al igual que ahora, también otorgó facultades al ejecutivo para que fusionara los seis ministerios en tres y dispusiera, a su libre albedrío, reestructurar casi toda la administración. Con esos antecedentes el ejecutivo elabora la exposición de motivos que sustenta este proyecto que en resumen expresa: 

“Desde el punto de vista de los lineamientos de la reforma, los objetivos generales de las fusiones (sic) de conformidad con lo señalado en la Directiva Presidencial No. 10 de 2002 y en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, estaban orientadas (sic) a realizar una profunda renovación de la administración pública; modernizar y racionalizar (sic) el ejercicio de las funciones del Estado; acercar las entidades públicas al ciudadano; y, establecer un Estado fiscalmente responsable. Los objetivos puntuales de las fusiones, en el caso de los Ministerios del Interior y de Justicia y del Derecho fueron: concentrar el orden público y el orden jurídico de la Nación en un único Ministerio fortalecido, eficiente y eficaz; Eliminar (sic)  duplicidad de funciones y competencias. Para el caso de la fusión de los Ministerios de Salud y Trabajo, se buscaba garantizar la seguridad económica y social de los ciudadanos; mejorar el manejo del riesgo social (sic) para proteger los grupos vulnerables a impactos súbitos (económicos, naturales...) (sic); crear un Ministerio capaz de formular políticas integrales de protección social y dirigir y controlar su ejecución. Finalmente en el caso de las nuevas funciones asignadas al Ministerio de Ambiente que lo transformaron en el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial los objetivos eran concentrar las funciones de regulación de uso del suelo y el ordenamiento territorial; desarrollar las políticas y la regulación del manejo integral del agua desde su generación hasta su uso; promover la vivienda y el desarrollo urbano proveyendo un hábitat adecuado para la población.
La fusión así prevista puede ser analizada desde el punto de vista de la eficacia, con base en dos criterios. El primero es la eficacia para cumplir los objetivos que la motivaron y el segundo está referido a los efectos de la fusión sobre el Estado como organización (sic), en particular sobre su efectividad para definir, asignar, ejecutar y controlar sus políticas públicas. 

En cuanto al primer criterio, esto es, la eficacia en el cumplimiento de los objetivos que se plantearon al momento de la intervención, podría decirse que si bien en los documentos del Gobierno se plantearon otros objetivos, en la práctica el propósito fundamental de las fusiones fue generar ahorro fiscal
 y evaluadas desde la perspectiva de la reducción del gasto, las fusiones no parecen haber cumplido su cometido, en la medida en que los gastos de personal de los ministerios, que fue el rubro que concentró la mayor atención, tienden en la actualidad a volver al nivel que presentaban antes de tales medidas.
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	Antes de la Fusión
	Durante la Fusión
	Después de la
	Después de la Fusión

	
	-2002
	-2003
	Fusión (2006)
	-2010

	
	Planta
	Gastos de Personal
	Planta
	Gastos de Personal
	Gastos de
	Planta
	Gastos de Personal

	
	
	
	
	
	Personal
	
	

	Interior
	749
	20.883.720.179
	484
	13.623.611.433
	16.496.284.647
	524
	21.570.056.283

	Justicia
	
	
	
	
	
	
	

	Salud
	1.741
	46.036.873.561
	1.493
	35.177.659.131
	38.678.238.220
	1.683
	47.102.102.150

	Trabajo
	
	
	
	
	
	
	

	Medio Ambiente
	300
	9.207.984.165
	338
	11.057.951.447
	12.362.274.077
	362
	13.902.113.961

	Total
	2.790
	76.128.577.905
	2.315
	59.859.222.011
	67.536.796.944
	2.569
	82.574.272.394

	Fuente: Cálculos realizados a partir de información suministrada por la DGPPN del MHCP. 
Notas: 
- Para los años 2002, 2003 y 2006 los gastos de personal corresponden a la cifra efectivamente pagada, mientras que para el año 2010 los gastos de personal corresponden a la apropiación vigente. 
- La información sobre el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial no incluye la Unidad de Parques Nacionales Naturales. 
- Para calcular los gastos de personal del año 2010 en pesos constantes de 2002 se utilizó la meta de inflación establecida por el Banco de la República, equivalente a 3%.   


A este resultado puede (sic) haber contribuido el hecho de que, si bien la aprobación de las decisiones relacionadas con la reforma involucraron diversas entidades como el DNP, el MHCP, el DAFP e instancias como el Conpes, el control sobre el cumplimiento de dichas decisiones, esto es, la gerencia de la ejecución quedó en manos de los sectores, lo cual resulta riesgoso en la medida en que el desempeño de éstos no se afecta por los resultados de la política fiscal, y (sic), por lo tanto, no es factible que sus intervenciones estén marcadas por una política de permanente reducción del gasto ni que cuenten con incentivos para hacerla cumplir, lo cual se hizo evidente en el segundo período de gobierno que, aunque gobernada (sic) por un criterio de garantizar la sostenibilidad de ahorros obtenidos en el primer cuatrienio, enfrentó dificultades por los constantes requerimientos de las entidades orientados a ensanchar sus plantas con base en las nuevas obligaciones y compromisos adquiridos como consecuencia de la intensa agenda legislativa (sic) promovida por el Gobierno y los compromisos adquiridos a nivel regional e internacional
.

Respecto del segundo criterio, referido a los efectos de la fusión sobre el Estado como organización, en particular sobre su efectividad para definir, asignar, ejecutar y controlar sus políticas públicas puede decirse, en términos generales, que la reforma dejó de lado el rol central de los ministerios dentro de la estructura del Estado y en consecuencia no incluyó el análisis de la forma como la fusión de algunos sector (sic) podía afectar su funcionamiento
……”
“……En términos de este segundo criterio (sic), las fusiones parecen tener dos fallas importantes. La primera es que (sic) en algunos casos, implicaron poner bajo una misma cabeza campos de acción que por separado demandaban tanta atención que al unirlos desbordaron la capacidad de las cabezas (sic) de los ministerios para tomar decisiones y procesar información. Ese parece haber sido el caso de la fusión de Interior y Justicia en el que la agenda del ministro está copada por el manejo de las relaciones con el Congreso y los gobiernos territoriales. Ello ha implicado descuidar la agenda en los temas de justicia, lo que no se compadece con la injerencia en la toma de decisiones de políticas públicas que la nueva Constitución le adjudicó a la Rama Judicial, ni con las deficiencias del Estado en esa materia. Otro ejemplo en ese sentido es la fusión de los ministerios de Salud y Protección Social. 

La segunda falla es que (sic) la reforma agrupó bajo un mismo ministerio agendas de política sectorial que en determinadas circunstancias podían volverse excluyentes, y, en esa medida, propició que se desatendiera la agenda de algunos sectores, como parece haber sido el caso del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial que conllevó a que las políticas de medio ambiente fueran relegadas a segundo plano con respecto a las de agua……….”. 

Acto seguido resume el contenido del proyecto el cual se contrae a la expedición de facultades el Presidente para que en el término de seis (6) meses proceda a crear los tres Ministerios y a reestructurar otros organismos del Estado. Para el efecto argumenta::  

“Teniendo en cuenta lo anterior el proyecto de ley que se propone (sic), tiene por objeto ordenar la escisión de tres de los (sic) ministerios actuales y la consecuente creación de tres carteras adicionales y poner a consideración del Congreso la solicitud de facultades extraordinarias con el propósito de garantizar la eficiencia en la prestación del servicio público; hacer coherente la organización (sic) y funcionamiento de la Administración Pública y con el objeto de lograr la mayor rentabilidad social en el uso de los recursos públicos.

En consecuencia, los artículos 1º y 6º ordenan la escisión de dos de las (sic) fusiones ordenadas por la Ley 790 de 2002, esto es, las que corresponden a los actuales Ministerio del Interior y de la Justicia y Ministerio de la Protección Social y la consecuente creación de los Ministerios separados (sic) de Interior, Justicia, Salud y Trabajo (artículos 4º y 9º).

En el artículo 11º el proyecto propone la escisión del actual Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial que resultó del traslado de las funciones del antiguo Ministerio de Desarrollo relativas a vivienda, agua potable y saneamiento básico y desarrollo territorial al antiguo Ministerio del Medio Ambiente. En este caso, la escisión supone la creación del Ministerio del Medio Ambiente y del Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial (artículo 14º).”
El artículo 16º en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 206 de la Constitución Política señala el número y orden de precedencia de los Ministerios.

El artículo 17º solicita la atribución de facultades (sic) extraordinarias al Presidente de la República por el término de seis (6) meses, para la definición de la estructura orgánica y objetivos de los ministerios que se crean, así como para la supresión de departamentos administrativos, reasignación de funciones, integración de sectores administrativos y en general la toma de todas aquellas decisiones que se consideren necesarias en relación con la estructura de la Administración Pública Nacional en el propósito de propender por la eficiencia y eficacia del uso de los recursos públicos y hacer coherente la organización (sic) y funcionamiento de la Administración……….”
Más  adelante expone la competencia del Congreso para tramitar este tipo de iniciativas y lo expresa en los siguientes términos: 

De esta manera, por mandato constitucional corresponde al Congreso de la República determinar la estructura de la Administración Pública Nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica

Por su parte, compete al ejecutivo reordenar y adecuar la estructura de la Administración Pública Nacional, a través de i) la creación, fusión o supresión de los empleos que demande la administración central
, ii) supresión o fusión de entidades u organismos administrativos
 y iii) modificación de la estructura de entidades u organismos administrativos del orden nacional.
 Atribuciones que sólo podrán ser ejercidas dentro de los límites y principios  impuestos por la ley, lo que significa que no podrán ser ejercidas directamente hasta tanto el legislador no expida las leyes correspondientes que fijen los limites y principios con claridad. En otras palabras, se trata de competencias que convergen y que subsisten en la medida que exista la otra. 

En lo que concierne a la competencia para determinar la estructura de la administración nacional queda claro entonces, que es el legislador quien establece, por medio de la ley, la organización general, los organismos que la integran, los objetivos y estructura orgánica de las mismas
, es decir, es él quien define la parte estática; y por tanto, su ejercicio por parte del Presidente de la República requiere de la concesión de facultades extraordinarias. 

Por su parte, corresponde al ejecutivo encargarse de la parte dinámica de la Administración, es decir,  definir  la - regulación de los elementos activos que intervienen en su composición y funcionamiento, como los relativos al manejo y vinculación de los recursos humanos al servicio de tales organismos, su régimen salarial y disciplinario, el sistema de prestaciones a que tienen derecho los empleados públicos y los trabajadores oficiales, así como los medios materiales (recursos económicos y físicos), requeridos para el desarrollo de su acción-
,  función inherente al Presidente de la República quién para su ejecución debe sujetarse a los principios y reglas generales que le imponga la ley. 

De igual manera, importa precisar que el constituyente asignó al Presidente de la República, con carácter permanente, al igual que al Congreso de la República, la función de fusionar entidades u organismos administrativos nacionales haciendo pensar que se trata de una competencia idéntica. No obstante, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, se trata de dos momentos distintos el primero, en cabeza del legislador, a quien corresponde fijar los principios generales, objetivos y fijar las condiciones para su desarrollo por parte del presidente y; el segundo, corresponde al ejecutivo consistente en decretar la fusión de tales entidades
.

Finalmente conviene señalar que el ejercicio de las facultades extraordinarias, previa autorización del Congreso de la República no limita el ejercicio de las facultades ordinarias en cabeza del Presidente de la República respecto del manejo de la estructura de la Administración Pública Nacional, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia C-150 de 2004, así:

- Por su parte, en el Presidente de la República pueden concurrir simultáneamente (sic) las facultades permanentes, asignadas por el artículo 189 numeral 15 superior (sic) y las facultades extraordinarias, para legislar sobre las atribuciones contenidas en el artículo 150 numeral 7 de la Constitución Política. Ahora bien, el otorgamiento transitorio de facultades extraordinarias al Presidente de la República no implica un desplazamiento ni una subrogación temporal de sus facultades permanentes-
   

La integración de los sectores administrativos respectivos (sic) se hará posteriormente, teniendo en cuenta que dentro de las facultades solicitadas, está la creación, fusión, escisión, etc, de superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades públicas del orden nacional. Así, será la ley o el Gobierno Nacional quienes definan las entidades adscritas o vinculadas a cada sector.  
Por su parte, el artículo 19º mantiene vigente la protección señalada desde la Ley 790 de 2002, reiterada por la Ley 812  de 2003 que cuenta con amplio soporte jurisprudencial a las madres y padres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que estén a tres años o menos de cumplir con los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez, al momento de las intervenciones de rediseño, reestructuración o liquidación de entidades. Se aclara que los artículos 8, 9, 10, 11 y 13 de la Ley 790 de 2002 no serán aplicables a los empleados que hagan parte de las entidades que se supriman o reestructuren como consecuencia del ejercicio de las facultades extraordinarias a que hace referencia la presente ley, es decir, que se mantienen vigentes para quienes hayan sido afectados como consecuencia del Programa de Renovación de la Administración Pública.

El artículo 18 se refiere a la entrada en vigencia de la ley, con dos restricciones:

1. El término de seis (6) meses otorgado para el ejercicio de facultades extraordinarias para la determinación de los objetivos y la estructura orgánica de los Ministerios creados por disposición de la presente ley, así como los respectivos sectores administrativos, iniciará a partir de la fecha en que el Gobierno Nacional determine el soporte presupuestal para cada uno de ellos, de conformidad con los lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, previa publicación de la ley. 

2. La escisión de los Ministerios a los que hace referencia la presente ley empezará a regir una vez el Gobierno Nacional determine sus objetivos, estructura orgánica y patrimonio, así como la conformación de los respectivos sectores administrativos. Es decir, solo cuando se tenga el soporte presupuestal y se haga uso de las facultades extraordinarias, se hará efectiva la escisión. 

CONSIDERACIONES DEL PONENTE.
La responsabilidad de generar empleo y garantizar la salud como expresión del derecho a la vida, no podía acumularse en un sólo organismo del Estado. Por eso colapsó el Ministerio de la Protección Social o como lo identifica la sabiduría popular el Ministerio de la Desprotección Social. Las cifras de desempleo son las más altas de América Latina y ello se refleja en los insostenibles niveles de pobreza e indigencia que afecta a más del 60% de nuestra población. 
Con el inconstitucional decreto de emergencia social el gobierno no logró otra cosa diferente que reconocer la crisis del modelo empresarial de la salud en Colombia y su insostenibilidad, de modo que por sí sola la escisión del Ministerio de Seguridad Social justifica este proyecto.  
CONTRADICCIONES DEL AUTOR SOBRE LA INOPERANCIA DE LA LEY 790 DE 2002. 
Es enfático en su diagnóstico sobre el objetivo fundamental de la fusión de los Ministerios autorizado por la ley 790 de 2002. En tal virtud manifiesta lo siguiente en su exposición de motivos:  
“……..podría decirse que si bien en los documentos del Gobierno se plantearon otros objetivos, en la práctica el propósito fundamental de las fusiones fue generar ahorro fiscal........ las fusiones no parecen haber cumplido su cometido, en la medida en que los gastos de personal de los ministerios, que fue el rubro que concentró la mayor atención………..”
Es claro que la fusión de ministerios no se inspiró en la necesidad de optimizar el servicio, por el contrario “el propósito fundamental” del gobierno fue “generar ahorro fiscal”. De esa forma se entiende porqué las responsabilidades asignadas a los organismos fusionados se reemplazaron por prioridades en el gasto militar y de orden público como colofón de la seguridad democrática. Se necesitaba economistas para atender ese modelo pero faltaron estrategas para asumir que el Estado debe salvaguardar en forma prioritaria los derechos fundamentales del ciudadano y entender que todo aparato de guerra, debe dejar un espacio para garantizar derechos fundamentales como la vida y el empleo de las personas. Aceptando con el autor esta premisa, no se explica cómo el mismo autor a renglón seguido manifiesta:  
“…….los objetivos generales de las fusiones de conformidad con lo señalado en la Directiva Presidencial No. 10 de 2002 y en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, estaban orientadas (sic) a realizar una profunda renovación de la administración pública; modernizar y racionalizar (sic) el ejercicio de las funciones del Estado; acercar las entidades públicas al ciudadano; y, establecer un Estado fiscalmente responsable.
Por lo expuesto no hay claridad en si la reforma autorizada en la ley 790 de 2002 tuvo como propósito fundamental un ahorro fiscal” o si fue para “modernizar y racionalizar (sic) las funciones del Estado”. En fin, cualquiera hubiese sido su inspiración el caso es que no funcionó y los resultados son concluyentes.
OTRAS CAUSAS DEL FRACASO DE LA FUSIÓN IDENTIFICADAS POR EL AUTOR DEL PROYECTO Y RAZONES DE LIMITAR LA EXPEDICIÓN DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS.
No se, si involuntariamente el autor retrotrae el debate a pasajes de la crónica política vernácula asociadas a Yidis a Teodolindo, a Sabas, a Palacio y otros, no de otra manera se interpreta el siguiente texto:   
“……..se hizo evidente en el segundo período de gobierno que, aunque gobernada (sic) por un criterio de garantizar la sostenibilidad de ahorros obtenidos en el primer cuatrienio, enfrentó dificultades por los constantes requerimientos de las entidades orientados a ensanchar sus plantas con base en las nuevas obligaciones y compromisos adquiridos como consecuencia de la intensa agenda legislativa (sic) promovida por el Gobierno ………”
Todos estos inconvenientes deben evitarse, de modo que no es sano expedir en forma amplia este tipo de facultades al ejecutivo en perjuicio de la autonomía e injerencia del Congreso en la organización del estado y su misión. El autor del proyecto es generoso y sincero cuando cita una sentencia a propósito de la expedición de este tipo de facultades:  
“Ello supone, entonces, que la ley ha de determinar los principios de carácter general, los objetivos y los límites que demarcan la competencia funcional que se le asigna al Presidente de la República. O, dicho de otra manera, las causales por las cuales podría el Ejecutivo decretar la fusión de entidades administrativas preexistentes.  Pero ello supone, como fluye de los textos mismos de la Constitución a que se ha hecho referencia, que el legislador no puede descender a la reglamentación particular y concreta, por cuanto, en tal caso, invade la órbita de las funciones que compete desarrollar y cumplir al Presidente de la República; tampoco puede la ley ser de una amplitud de tal naturaleza que deje campo abierto a la arbitrariedad, pues, en tal caso, a pretexto de señalar al Ejecutivo criterios y objetivos generales, en realidad se despoja el Congreso de funciones que la Carta asignó a él y no a ninguna otra autoridad”. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-702 de 1999.
Más adelante el autor es reiterativo en su argumento de limitar el uso de facultades al ejecutivo, con lo cual el Congreso debe estar de acuerdo ya que, de suyo y por tener origen en la misma Constitución y en jurisprudencias, resultan incuestionables estas y otras razones:  
“……Por su parte, compete al ejecutivo reordenar y adecuar la estructura de la Administración Pública Nacional…………Atribuciones que sólo podrán ser ejercidas dentro de los límites y principios  impuestos por la ley, lo que significa que no podrán ser ejercidas directamente hasta tanto el legislador no expida las leyes correspondientes que fijen los limites y principios con claridad……...” . 

Es interesante que la misma exposición de motivos nos da los argumentos para presentar un pliego de modificaciones que limita las facultades que mediante este proyecto se autorizan. Eso es bueno por que al momento de discutir el proyecto el mismo autor queda relevado de innecesaria discusión pues sus mismas razones se utilizan para sustentar las modificaciones. El asunto de la eventual controversia radica de pronto en la naturaleza de las modificaciones o mejor limitaciones. El caso es que autor así se expresa:  
“……En lo que concierne a la competencia para determinar la estructura de la administración nacional queda claro entonces, que es el legislador quien establece, por medio de la ley, la organización general, los organismos que la integran, los objetivos y estructura orgánica de las mismas, es decir, es él quien define la parte estática; y por tanto, su ejercicio por parte del Presidente de la República requiere de la concesión de facultades extraordinarias. 

PLIEGO DE MODIFICACIONES.

Planteada la necesidad de no transigir en la expedición de facultadas ilimitadas al ejecutivo que siempre las reclama y con la idea de que los miembros del Congreso de Colombia no agencien como simples notarios sino como reales y comprometidos actores del cambio institucional que necesita el país, se plantean las siguientes mediciones o adiciones al proyecto de ley analizado: 
Adiciónese el artículo 7º en los siguientes términos: 
Artículo 7º. REORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL: Reorganícese el Ministerio de la Protección Social el cual se denominará Ministerio del Trabajo y continuará cumpliendo los objetivos y funciones señalados por las normas vigentes, salvo en lo concerniente a la escisión de que trata el artículo 6º de la presente ley. Esta entidad será responsable del fomento y de las estrategias para la creación permanente de empleo estable y con las garantías prestacionales, salariales y de jornada laboral aceptadas y suscritas en la Organización Internacional del Trabajo OIT. El sector público no sustituirá el empleo formal por el de término fijo o contrataciones de servicios, tampoco aceptará la intermediación laboral para soslayar prestaciones o la vinculación laboral directa y a término indefinido. 
Justificación:
El Ministerio de Trabajo, antes de la fusión, no era un gestor o un formidable artífice para la generación de empleo. No señores. Su rol no trascendía ni iba más allá de hacer y hacer estudios y formulaciones de empleo y las probables causas que lo aceleran, anulan o retardan. Nada más. Funcionaban en ese Ministerio unas dependencias que se denominaban Servicio Nacional de Empleo SENALDE, cuya misión se limitaba a recibir y tramitar las pocas solicitudes de empleo que demandara algunos pequeños empresarios. Los empleados de SENALDE hacían unas inducciones sobre cómo generar autoempleo. Lo cual se veía más como una sátira o una justificación del salario de una cantidad de burócratas que por supuesto no entendían el drama que se mueve alrededor de cada desempleado los cuales querían que, de la noche a la mañana, se volvieran empresarios. Ridículo. Además esa entidad hizo de las inspecciones de trabajo o centros de conciliación su eje o actividad principal. En la práctica, el Ministerio de Trabajo no era más que una gigantesca inspección de trabajo que carecía de instrumentos legales coercitivos que volvieran exigibles los criterios del Inspector de trabajo. A eso no puede regresarse y menos darle facultades al ejecutivo para que así sea. No todo lo pasado fue mejor. 
El Estado terminó informatizando el empleo. Más del 70% de las actividades asignadas a agencias del Estado se hacen por outsoursing o por contratos de servicio a 15 días, a un mes o a dos o tres meses. Las vacaciones, las primas de navidad y de servicios casi hacen parte de la prehistoria laboral de Colombia. La seguridad social en pensiones, en un contexto de empleos por contrato de servicio o por cooperativas le robó a los jóvenes de hoy y en forma irreparable una vejez tranquila y con ingresos. La pensión sistemática e inexorablemente desaparecerá en Colombia. Hoy menos del 8% de la población mayor de 60 años tienen pensión. Ese índice es de los más bajos del mundo y por supuesto crecerá si desde ahora no elaboramos esta incipiente hoja de ruta. 
De modo que si se quiere recrear con seriedad y honestidad el Ministerio de trabajo asignémosle un cuadro de actividades mínimas que sean conformes con el compromiso de campaña del actual presidente para quien la consigna fue generar “trabajo, trabajo y más trabajo”. No podemos propiciar una reforma al Estado para que las cosas sigan funcionado lo mismo que siempre. Ni menos reescribiendo otras aspiraciones de cambio fallidas como lo fueron la fusión de ministerios y la liquidación y reestructuración de casi todo el aparato estatal. El congreso actual no puede permitir que se siga haciendo ensayos con el derecho fundamental del trabajo de los colombianos. Luego lo menos que podemos hacer es sugerir esta adición para que el gobierno pueda tener un referente también histórico y no incurra en las mismas equivocaciones.
Adiciónese el artículo 9º el cual quedará redactado en los siguientes términos: 
Artículo 9º. CREACIÓN DEL MINISTERIO DE SALUD: Créase el Ministerio de Salud, cuyos objetivos y funciones serán los escindidos del Ministerio de la Protección Social, de acuerdo con el artículo 6º de la presente ley, que será responsable de volver efectivo el derecho fundamental a la salud de los colombianos como expresión material del derecho a la vida. La salud no puede regirse por las mismas leyes de un negocio y por tanto será atendida sin consideraciones diferentes a la salvación de la vida de los paciente sin predominancia de costo-beneficio. La atención de la salud para la población de los estratos 1, 2 y 3 será responsabilidad del Estado a través de sus agentes públicos. 
Justificación: 
La actividad de los ministerios no puede regirse por los verbos fomentar, promover, auspiciar, estudiar, vigilar. No, así ha sido siempre, esos verbos están en todos los manuales de funciones y por eso debe reformarse el esquema. El Estado debe actuar, ser dinámico, líder en sus respectivos sectores, proteger y hacer efectivos los derechos, y el principal de ellos, la vida. No es de recibo, nadie puede aceptar que la vida o la salud de los colombianos sea responsabilidad de los empresarios. A estos sólo le interesa su margen de rentabilidad o tasas de retorno del capital. No les exijamos que cumplan con sus inversiones una función social en beneficio de la salud de los colombianos, esa no es su función y responsabilidad. Es excluyente la prestación de un servicio encaminado a la salvación de la vida con la necesidad que imponen los negocios de obtener plusvalía, ya que a esta se llega a costa de sacrificarla ahorrando costos. 
Es el Estado quien debe responder por la vida de los colombianos y sólo él está en condiciones de atenderla sin tener como expectativa primigenia el negocio. El Ministerio debe liderar ese proceso si de veras aspira a superar la crisis del modelo actual de salud, cuyo análisis pormenorizado escapa a las exigencias de sustentación de este proyecto. Lo claro es que el Ministerio de salud que aspiramos revivir tenga por lo menos, las características mínimas que mediante este proyecto de facultades se autoriza. De inaceptarse la propuesta es un mensaje de que las cosas quieren dejarse como han estado siempre.  
Ahora bien, cuando referimos a la RESPONSABILIDAD que tiene un Despacho en la generación de resultados, el término es más perentorio y vinculante en lugar de las ambiguas promover, auspiciar, fomentar y tantas otras que abundan en los inertes manuales de funciones de las entidades públicas.
Modifíquese el artículo 16. La propuesta es la siguiente: 
ARTÍCULO 16º. NÚMERO, DENOMINACIÓN, ORDEN Y PRECEDENCIA DE LOS MINISTERIOS. El número de Ministerios es dieciséis. La denominación, orden y precedencia de los Ministerios es la siguiente:

 1. Ministerio del Interior 

 2. Ministerio del Trabajo

 3. Ministerio de Salud  

 4. Ministerio de Justicia

 5. Ministerio de Educación Nacional
 6. Ministerio de Cultura.
 7. Ministerio de Relaciones Exteriores

 8. Ministerio de Defensa Nacional 
 9. Ministerio de Hacienda y Crédito Público
10. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
11. Ministerio de Minas y Energía

12. Ministerio del Medio Ambiente

13. Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial

14. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
15. Ministerio de Transporte

16. Ministerio de Comunicaciones

Justificación:

No se encuentra en un todo ajustado a la razón ni a la equidad que las carteras de salud, trabajo y cultura estén por debajo de las carteras de defensa o hacienda o relaciones exteriores por ejemplo. Parece propio de un país tercermundista que el Ministerio de la Cultura ocupe el último lugar en la agenda nacional. La cultura está indisolublemente ligada al desarrollo de los pueblos y es directamente proporcional a la influencia y respeto que en el escenario de opinión internacional tiene un país. La ciencia y el dominio del conocimiento es y será la única vía para superar las condiciones de atraso que crónicamente a afectado a Colombia. Insistir que la guerra y las armas del ministerio de defensa son más importantes que la cultura o la educación o el trabajo es un asunto de prioridades, pero debemos ser consecuentes con el lenguaje y las ideas que actualmente se esgrimen.  
Modifíquese el literal b del artículo 17: 
La propuesta es la siguiente: 
ARTÍCULO 17º. FACULTADES EXTRAORDINARIAS. De conformidad con lo establecido en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses, para:
b) Crear, escindir, fusionar y suprimir, así como determinar la denominación, número, estructura orgánica y orden de precedencia de los Departamentos Administrativos. El Departamento Administrativo de Seguridad DAS será organizado como una central única de inteligencia y contrainteligencia nacional el cual dependerá de la Presidencia de la República. 

El Departamento Nacional de Estadística DANE, será un organismo con autonomía técnica, administrativa y patrimonial, además tendrá personería jurídica.  La escogencia de su director se surtirá por concurso de méritos realizado por la Universidad Nacional de Colombia y su periodo será de ocho (8) años. El Presidente de la Republica elegirá a su director entre quienes ocupen los tres (3) primeros lugares en la lista de elegibles.  
Justificación:
La labor de inteligencia no puede recaer en tantas dependencias, porque se atomiza y descoordina. Hay casos incluso, donde coinciden representantes de diversos organismos de inteligencia a un mismo escenario y entre ellos mismos se arma la guerra. Centrales de inteligencia hay en todo mundo, en EU, en Rusia, Alemania etc. El tema de las chuzadas y espionaje y amenazas a defensores de derechos humanos, a periodistas, a voceros de oposición y a miembros de la Corte Suprema de Justicia no puede ser un pretexto para liquidar o desaparecer la deshonra de un organismo que fue convertido en un antro de funcionarios hoy procesados o condenados por violar la ley y fomentar todo género de felonías contra los derechos humanos. El problema en el fondo es de decisiones políticas de quien ostenta la responsabilidad suprema de su orientación y manejo.   
Los Departamentos Administrativos a diferencia de los Ministerios, son eminentemente técnicos, por lo menos así los define la ley. Siendo eso así, ¿porqué entonces en su designación no se observan los perfiles profesionales y técnicos para su designación?. Los conocimientos de una persona no se detectan a simple vista o se dan por descontados, se requiere de unas pruebas o exámenes que valoren la capacidad de un individuo para asumir la obligación técnica que se le delega, más tratándose de una organismo que, como el DANE, mide en cifras los niveles de gestión y resultados de un gobierno y es utópico presumir que un funcionario nombrado así, directamente por el Presidente, quien puede removerlo de su cargo en forma discrecional, pueda tener objetividad e independencia del ejecutivo en la elaboración de sus estadísticas. Su papel puede llegar a ser muy crítico y eso no lo soportan, por lo menos no ha sido habitual, nuestros gobernantes. Con unas estadísticas de mentiras JAMÁS PODRÁ ELABORARSE POLÍTICAS PÚBLICAS CON ALGUN GRADO DE EFECTIVIDAD Y CERTEZA, YA QUE SIEMPRE SE QUEDARÁN CORTAS FRENTE AL INVENTARIO REAL DE LAS NECESIDADES DE NUESTRA POBLACIÓN. POR ESO COLOMBIA SEGUIRÁ SIENDO LA DÉCIMA PRIMER NACIÓN MÁS INEQUITATIVA DEL MUNDO PORQUE LOS SUJETOS MATERIA DE ESAS POLÌTICAS NO EXISTEN NI SIQUIERA EN LAS CIFRAS DEL DANE. Los índices de discapacidad por estrato no existen en el DANE, el desempleo no se valora en su exacta dimensión, se apela al sofisma para distorsionarlo. Quienes viven del rebusque son empleados y así seguirá dominando el paisaje todo género de triquiñuelas que nos impiden ver la dimensión del desastre para intentar corregirlo. Demos este primer paso señores. 
Finalmente, el inciso segundo del articulo 19 desconoce ciertas garantías que reconocía la ley 790 de 2002 a los funcionarios públicos de la entidades fusionadas  o suprimidas con lo que se llamo entonces “reten social” consistente en la posibilidad de obtener beneficios laborales y pensiónales para los organismos reestructurados  por lo cual se solicita suprimir la palabra “no”  indicando que los empleados públicos que se vean afectados con la restructuración o fusión  gocen de las mismas garantías que gozaron en su momento quienes se vieron afectados con la ley 790 de 2002.
La propuesta es esta: 

Artículo 19º. DEROGATORIAS Y NORMAS INAPLICABLES. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, se entienden derogados las disposiciones que le sean contrarias, especialmente los artículos 3, 5, 6, 7.  

Los artículos 8, 9, 10, 11 y 13 de la ley 790 de 2002 serán aplicables a los empleados que hagan parte de las entidades que se supriman o reestructuren como consecuencia del ejercicio de las facultades extraordinarias a que hace referencia la presente ley.  

LA AUDIENCIA PÚBLICA 

Para efectos de percibir la opinión ciudadana sobre el Proyecto se celebró una audiencia pública en las instalaciones de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes el día 9 de septiembre de 2010. 
Contó con la presencia del Viceministro del Interior Aurelio Irragori quien manifestó que el proyecto no busca acabar con el DAS sino reestructurarlo a fondo. Por otro lado el Sindicato del DAS recalco la importante función que cumple la entidad en materia de inteligencia y que el accionar de algunos directivos involucrados en actos delincuenciales no son  el reflejo de la realidad de la entidad. 

Por otro lado, los Congresistas de la Comisión Primera acordaron que no se liquidar5a el DAS sino que se debe reestructurar a fondo por lo que se comprometieron a defenderlo y a limitar las facultades extraordinarias que se le otorgan al Presidente de la Republica mediante el presente Proyecto de Ley.
PROPOSICION

De conformidad con las consideraciones anteriormente expuestas, propongo a la Comisión Primera de la Cámara de Representantes que se le de PRIMER DEBATE junto con el pliego de modificaciones al PROYECTO  DE LEY No. 053 de  2010 Cámara. “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESCINDEN UNOS MINISTERIOS, SE OTORGAN PRECISAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA MODIFICAR LA ESTRUCTURA DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
Cordialmente,

PABLO ENRIQUE SALAMANCA CORTÉS

Representante a la Cámara por Bogotá.

PONENTE
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO  DE LEY No. 053 de  2010 Cámara. “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESCINDEN UNOS MINISTERIOS, SE OTORGAN PRECISAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA MODIFICAR LA ESTRUCTURA DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
El CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1º. ESCISIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA: Escíndanse del Ministerio del Interior y de Justicia los objetivos y funciones asignados por las normas vigentes al despacho del Viceministro de la Justicia y el Derecho y a las dependencias a su cargo. 

Artículo 2º. REORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA: Reorganícese el Ministerio del Interior y de Justicia el cual se denominará Ministerio del Interior y continuará cumpliendo los objetivos y funciones señalados por las normas vigentes, salvo en lo concerniente a la escisión de que trata el artículo 1º de la presente ley. 

Artículo 3. SECTOR ADMINISTRATIVO DEL INTERIOR: El Sector Administrativo del Interior estará integrado por el Ministerio del Interior, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  
Artículo 4º. CREACIÓN DEL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO: Créase el Ministerio de Justicia y del Derecho, cuyos objetivos y funciones serán los escindidos del Ministerio del Interior y de Justicia de acuerdo con el artículo 1º de la presente ley. 

Artículo 5º. SECTOR ADMINISTRATIVO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO: El Sector Administrativo de Justicia y del Derecho estará integrado por el Ministerio de Justicia y del Derecho, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  
Artículo 6º. ESCISIÓN DEL MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL: Escíndanse del Ministerio de la Protección Social los objetivos y funciones asignados por las normas vigentes al Despacho del Viceministro de Salud y Bienestar, y a las dependencias a su cargo, así como las funciones asignadas al Viceministerio Técnico relacionadas con las políticas de salud y bienestar. 

Artículo 7º. REORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL: Reorganícese el Ministerio de la Protección Social el cual se denominará Ministerio del Trabajo y continuará cumpliendo los objetivos y funciones señalados por las normas vigentes, salvo en lo concerniente a la escisión de que trata el artículo 6º de la presente ley. Esta entidad será responsable del fomento y de las estrategias para la creación permanente de empleo estable y con las garantías prestacionales, salariales y de jornada laboral aceptadas y suscritas en la Organización Internacional del Trabajo OIT. El sector público no sustituirá el empleo formal por el de término fijo o contrataciones de servicios, tampoco aceptará la intermediación laboral para soslayar prestaciones o la vinculación laboral directa y a término indefinido. 

Artículo 8º. SECTOR ADMINISTRATIVO DEL TRABAJO: El Sector Administrativo del Trabajo estará integrado por el Ministerio del Trabajo, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  

Artículo 9º. CREACIÓN DEL MINISTERIO DE SALUD: Créase el Ministerio de Salud, cuyos objetivos y funciones serán los escindidos del Ministerio de la Protección Social, de acuerdo con el artículo 6º de la presente ley, que será responsable de volver efectivo el derecho fundamental a la salud de los colombianos como expresión material del derecho a la vida. La salud no puede regirse por las mismas leyes de un negocio y por tanto será atendida sin consideraciones diferentes a la salvación de la vida de los paciente sin predominancia de costo-beneficio. La atención de la salud para la población de los estratos 1, 2 y 3 será responsabilidad del Estado a través de sus agentes públicos. 
Artículo 10º. SECTOR ADMINISTRATIVO DE SALUD: El Sector Administrativo de Salud estará integrado por el Ministerio de Salud, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  
Artículo 11º. ESCISIÓN DEL MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL: Escíndanse del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial los objetivos y funciones asignados por las normas vigentes a los Despachos del Viceministro de Vivienda y Desarrollo Territorial y del Viceministro de Agua y Saneamiento Básico y a las dependencias a su cargo. 

Artículo 12º. REORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO DE AMBIENTE, VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL: Reorganícese el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial el cual se denominará Ministerio del Medio Ambiente y continuará cumpliendo los objetivos y funciones señalados en las normas vigentes, salvo en lo concerniente a la escisión de que trata el artículo 11º de la presente ley. 

Artículo 13º SECTOR ADMINISTRATIVO DEL MEDIO AMBIENTE: El Sector Administrativo del Medio Ambiente estará integrado por el Ministerio del Medio Ambiente, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  
Artículo 14º. CREACIÓN DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL: Créase el Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial, cuyos objetivos y funciones serán los escindidos del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, de acuerdo con el artículo 11º de la presente ley. 

Artículo 15º. SECTOR ADMINISTRATIVO DE VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITORIAL: El Sector Administrativo de Vivienda y Desarrollo Territorial estará integrado por el Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial, las superintendencias y demás entidades que la ley o el Gobierno Nacional definan como adscritas o vinculadas al mismo.  

ARTÍCULO 16º. NÚMERO, DENOMINACIÓN, ORDEN Y PRECEDENCIA DE LOS MINISTERIOS. El número de Ministerios es dieciséis. La denominación, orden y precedencia de los Ministerios es la siguiente:

1. Ministerio del Interior 

 2. Ministerio del Trabajo

 3. Ministerio de Salud  

 4. Ministerio de Justicia

 5. Ministerio de Educación Nacional
 6. Ministerio de Cultura.
 7. Ministerio de Relaciones Exteriores

 8. Ministerio de Defensa Nacional 
 9. Ministerio de Hacienda y Crédito Público
10. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
11. Ministerio de Minas y Energía

12. Ministerio del Medio Ambiente

13. Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial

14. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo

15. Ministerio de Transporte

16. Ministerio de Comunicaciones

ARTÍCULO 17º. FACULTADES EXTRAORDINARIAS. De conformidad con lo establecido en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses, para:

a) Crear, escindir, fusionar y suprimir, así como determinar la denominación, número, estructura orgánica y orden de precedencia de los departamentos administrativos.
b) Crear, escindir, fusionar y suprimir, así como determinar la denominación, número, estructura orgánica y orden de precedencia de los Departamentos Administrativos. El Departamento Administrativo de Seguridad DAS se reestructurara como un organismo único nacional de inteligencia y contrainteligencia que dependerá directamente de la Presidencia de la República. 
El director del Departamento Nacional de Estadística DANE, tendrá periodo fijo de 8 años y su cargo se surtirá por concurso de méritos realizado por la Universidad Nacional de Colombia.  El Presidente de la Republica elegirá a su director entre quienes ocupen los tres (3) primeros lugares en la lista de elegibles.  
c) Determinar los objetivos y la estructura orgánica de los Ministerios creados por disposición de la presente ley, así como la integración de los sectores administrativos respectivos. 

d) Modificar los objetivos y estructura orgánica de los Ministerios reorganizados por disposición de la presente ley, así como la integración de los sectores administrativos respectivos. 

e) Reasignar funciones y competencias orgánicas entre las entidades y organismos de la administración pública nacional;

f) Crear, escindir, fusionar o suprimir superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades u organismos administrativos del orden nacional, creados o autorizados por la ley siempre y cuando pertenezcan al mismo sector de los Ministerios contemplados en los artículos 1, 4, 6, 9, 11 y 14.
g) Señalar, modificar y determinar los objetivos y la estructura orgánica de las entidades u organismos resultantes de las creaciones, fusiones o escisiones y los de aquellas entidades u organismos a los cuales se trasladen las funciones de las suprimidas, escindidas, fusionadas o transformadas;

h) Crear las entidades u organismos que se requieran para desarrollar los objetivos que cumplían las entidades u organismos que se supriman, escindan, fusionen o transformen, cuando a ello haya lugar;

i) Determinar la adscripción o la vinculación de las entidades públicas nacionales descentralizadas.

j) Realizar las modificaciones presupuestales necesarias para financiar los gastos de funcionamiento e inversión necesarios para el cumplimiento de las funciones que se asignen a las entidades creadas, escindidas, suprimidas, fusionadas o reestructuradas en desarrollo de las facultades otorgadas por la presente ley

PARÁGRAFO 1o. Las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República en el presente artículo para renovar y modificar la estructura de la Administración Pública Nacional, serán ejercidas con el propósito de garantizar la eficiencia en la prestación del servicio público; hacer coherente la organización y funcionamiento de la Administración Pública y con el objeto de lograr la mayor rentabilidad social en el uso de los recursos públicos.

PARÁGRAFO 2º. El Presidente de la República determinará la planta de personal necesaria para el funcionamiento de las entidades creadas, escindidas, suprimidas, fusionadas o reestructuradas en desarrollo de las facultades otorgadas por la presente ley.

Artículo 18º. VIGENCIA.- La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación. El término de seis (6) meses otorgado para el ejercicio de facultades extraordinarias para la determinación de los objetivos y la estructura orgánica de los Ministerios creados por disposición de la presente ley, así como los respectivos sectores administrativos, iniciará a partir de la fecha en que el Gobierno Nacional determine el soporte presupuestal para cada uno de ellos, de conformidad con los lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, previa publicación de la presente ley.

La escisión de los Ministerios a los que hace referencia la presente ley empezará a regir una vez el Gobierno Nacional determine sus objetivos, estructura orgánica y patrimonio, así como la conformación de los respectivos sectores administrativos. 

Artículo 19º. DEROGATORIAS Y NORMAS INAPLICABLES. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, se entienden derogadas las disposiciones que le sean contrarias, especialmente los artículos 3, 5, 6, 7.
Los artículos 8, 9, 10, 11 y 13 de la ley 790 de 2002 serán aplicables a los empleados que hagan parte de las entidades que se supriman o reestructuren como consecuencia del ejercicio de las facultades extraordinarias a que hace referencia la presente ley.  

Cordialmente,

PABLO ENRIQUE SALAMANCA CORTÉS

Representante a la Cámara por Bogotá.
Ponente.
� De conformidad con la Directiva 10 de 2002 que fijó los lineamientos para el desarrollo de un Programa de Renovación de la Administración Pública, las acciones de modernización del Estado en el corto plazo deberían estar orientadas a la reducción del gasto público que incluía la racionalización de personal y la reducción de costos de funcionamiento. Posteriormente, y como resultado de los compromisos de reducción del déficit fiscal en el año 2002 se fijo una meta de reducción del 20 %  entre costos de planta y contratistas (nóminas paralelas) que fue aplicada por sectores. Posteriormente, en el Plan de Desarrollo 2006-2010 Estado Comunitario: Desarrollo para Todos, se fijó un lineamiento para las acciones de la reforma, conforme al cual era un mandato el mantenimiento de los ahorros obtenidos en la primera fase de la reforma, que salvo excepciones directamente autorizadas por el Presidencia de la República, supuso una prohibición al ajuste de las plantas de personal de las entidades, si este suponía crecimiento en la planta. Teniendo en cuenta que una de las previsiones señaladas en el PND 2006 – 2010 en relación con las acciones de Reforma del Estado debían estar orientadas a garantizar la sostenibilidad de los ahorros obtenidos durante el primer cuatrienio. 


� Las acciones del Gobierno Nacional durante el período 2002 – 2010 se caracterizaron por la promoción y trámite de una agenda legislativa a nivel sectorial, que sumada a los compromisos adquiridos en el marco de los acuerdos de integración económica negociados, además de los compromisos que se generaban a nivel interno en los diferentes foros promovidos por el Gobierno, en particular en los consejos comunales, generaron un aumento en las funciones y tareas a cargo de los sectores que en muchos casos requerían de intervenciones que permitieran redimensionar el tamaño de los mismos, sin embargo esto iba en contravía del lineamiento de reducción  del gasto permanente de la Reforma, todo lo cual genero en muchos casos la imposibilidad de encontrar un adecuado balance entre una y otras intervenciones.


� Este criterio cobra importancia en la medida en que el desempeño del Estado, como el de cualquier otra organización, depende de su capacidad para delimitar sus ámbitos de acción, dividir el trabajo y establecer líneas de reporte y autoridad que le permitan ser efectivo en el logro de metas individuales, como en la selección y asignación de dichas metas.





� Artículo 150: “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: (…) 7. Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica: reglamentar la creación y funcionamiento 	de las corporaciones autónomas regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la creación de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta.


� Artículo 189: Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: (…) 14.  Crear, fusionar o suprimir, conforme a la ley los empleos que demande la administración central, y para señalar sus funciones especiales y fijar sus dotaciones y emolumentos, sin exceder el monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones iniciales.


� Artículo 189: Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: (…) 15. Suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos nacionales de conformidad con la ley. .


� Artículo 189: Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: (…) 16. Modificar la estructura de los ministerios, departamentos administrativos y demás entidades y organismos administrativos nacionales, con sujeción a los principios y reglas generales que defina la ley.


� De conformidad con el artículo 50 de la Ley 489 de 1998, la estructura orgánica de una entidad comprende: denominación, naturaleza, régimen jurídico, sede, patrimonio, órganos de dirección y administración, adscripción o vinculación.


� CORTE CONSTITUCIONAL C-272 de 1996. M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� “Ello supone, entonces, que la ley ha de determinar los principios de carácter general, los objetivos y los límites que demarcan la competencia funcional que se le asigna al Presidente de la República. O, dicho de otra manera, las causales por las cuales podría el Ejecutivo decretar la fusión de entidades administrativas preexistentes.  Pero ello supone, como fluye de los textos mismos de la Constitución a que se ha hecho referencia, que el legislador no puede descender a la reglamentación particular y concreta, por cuanto, en tal caso, invade la órbita de las funciones que compete desarrollar y cumplir al Presidente de la República; tampoco puede la ley ser de una amplitud de tal naturaleza que deje campo abierto a la arbitrariedad, pues, en tal caso, a pretexto de señalar al Ejecutivo criterios y objetivos generales, en realidad se despoja el Congreso de funciones que la Carta asignó a él y no a ninguna otra autoridad”. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-702 de 1999.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-150 del 24 de febrero de 2004 M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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